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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ruben Obispo. 
MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, José Homero Mello y Ricardo Molinelli. 


INVITADOS: Por la Concertación para el Crecimiento, señores Eduardo Martoy y Osvaldo Ronqui. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).- Está abierto el acto. 


Damos comienzo a la sesión de la Comisión de Industria, Energía y Minería. Si bien no tenemos número para 
deliberar, sí lo tenemos para recibir, por lo que damos la bienvenida a la delegación de la Concertación para 
el Crecimiento, integrada por los señores Eduardo Martoy y Osvaldo Ronqui. La convocatoria tiene el 
cometido de que nos brinden su opinión sobre el Repartido N* 1274: "Empresas que fabrican bebidas sin 
alcohol.- Normas para el control de su actividad". Este proyecto de ley vino aprobado del Senado por 
mayoría y ya tiene la aprobación de la Comisión. Debido a los inconvenientes que tuvimos para escuchar la 
opinión de la Concertación para el Crecimiento, hemos solicitado a la Comisión esta instancia a los efectos 
de escuchar su planteamiento. 


SEÑOR MARTOY.- Muchas gracias por recibirnos en esta instancia, sobre todo después de que el 
proyecto fuera aprobado. También pedimos disculpas por lo reducido de la delegación, lo que se debe a 
ciertos inconvenientes de agenda que tuvimos, dado que la hora se cambió a último momento. 


Comenzamos a encarar este tema casi desde que empezó a tratarse a nivel público y tenemos una posición 
muy clara, en atención a que uno de los principios que rige a la Concertación es el de la posibilidad de la 
libre concurrencia y la libre competencia en el mercado de todas las actividades empresariales, no solo de 
esta. 


La iniciativa sobre este proyecto empezó a partir de la principal multinacional del ramo, que en el mes de 
setiembre comienza a hacer públicamente manifestaciones en la prensa, reclamando algún tipo de protección 
para su empresa. En atención a que en la libre competencia empresas nacionales de empresarios pujantes 
decidieron invertir en maquinaria, insumos, fábricas, locales y camiones y se pusieron a competir con esta 
empresa que es la principal multinacional -no la quiero nombrar por delicadeza, pero todos sabemos de qué 


estamos hablando-, esta perdió participación en el mercado, lo que la llevó a tratar de promover algún tipo de 
norma jurídica que la protegiera. 


(Ingresan a Sala los señores Representantes Alonso y Molinelli) 


—Ahora bien: la pérdida de mercado se dio dentro de las reglas normales de una sociedad de economía 
abierta. No se dio por evasión fiscal ni por falta de controles bromatológicos sobre las empresas, que 
hoy existen, sino por el fácil acceso que hay actualmente a la materia prima para producir bebidas sin 
alcohol o refrescantes y a los envases. Antes había un monopolio, producto de que la tecnología era de 
difícil acceso o muy cara, pero hoy esa tecnología se ha desarrollado de tal forma que un empresario 
que tiene interés en arriesgar e invertir en esta rama, lo puede hacer. Eso ha llevado a que en pocos 
años haya alrededor de sesenta empresas nacionales que trabajan en competencia con estas dos 
multinacionales; porque en realidad son dos, una que tiene más presencia en este país que la otra. 


Entonces, nuestra postura es opuesta a este proyecto, porque ya viene fundamentado por quien ha perdido en 
competencia. En un momento en que a nivel de la sociedad estamos tratando de legislar para abrir los 
mercados y eliminar los monopolios -el señor Ministro de Industria, Energía y Minería lo manifestó 
públicamente-, nos encontramos con que existe un proyecto de ley que intenta favorecer el monopolio o el 
oligopolio. 


Con relación al proyecto concreto, hicimos algunas gestiones a nivel del Senado antes de que se aprobara la 
iniciativa en esa Cámara, y a partir de nuestras gestiones -supongo que fue porque algunos o todos los 
legisladores pensaban lo mismo- se eliminó una parte del articulado, que es la relativa a la garantía de 
impuestos. Nosotros entendemos que no había antecedentes en ninguna actividad empresarial en cuanto a que 
alguien garantizara impuestos, por lo cual nos parece bien que lo eliminaran. Pero sí quedaron un par de 
artículos que nos merecen observaciones. Nosotros pensamos que, en definitiva, la norma no se precisa, pero 
como evidentemente hay voluntad política ampliamente mayoritaria para aprobar una iniciativa sobre este 
tema, queremos realizar algunos aportes con referencia al articulado. 


Pensamos que este proyecto no se necesita no solo por ser esta multinacional la que lo está promoviendo, 
sino porque ya existen normas impositivas y bromatológicas que implican el control y que se están 
ejerciendo. 


Con relación al último articulado que se aprobó, no tenemos ningún comentario adverso sobre los 

artículos 3%, 4* y_5? -más bien creemos que son favorables-, pero sí sobre los artículos 1” y_2*. En el 

artículo 1%, curiosamente, esta sería una rama empresarial que para poder actuar tendría que pedir 
autorización al Ministerio de Economía y Finanzas. Es decir que un inversor que quiera instalar una empresa 
de bebidas refrescantes no podría actuar como cualquier otra rama empresarial que va a la Dirección General 
Impositiva, al Banco de Previsión Social, se registra, cumple con las normas bromatológicas que quizás haya 
que cumplir en esta -que nosotros no conocemos porque no somos del ramo- y empieza a funcionar. No; aquí 
se requiere autorización del Ministerio de Economía y Finanzas. Me parece que esto quizás esté ligado a que 
el proyecto original hablaba de la garantía de impuestos y, por lo tanto, parece que es por ese lado que se pide 
el registro o la autorización de dicho Ministerio. Al eliminar el artículo de la garantía impositiva, nos parece - 
también por otros motivos- que lo lógico sería crear un registro en el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, y que sea este el que registre a las empresas, pero no que las autorice, porque para nosotros hay una 
diferencia entre registrar y autorizar. Acá se habla de un plazo de treinta días para la autorización, que 
sabemos que es flexible, y puede depender de otros factores que no sea solamente el cumplimiento de las 
normas tributarias o bromatológicas. 


Nosotros aspiramos -si es posible- a que se sustituya la redacción del artículo 1” de tal forma que implique la 
creación de un registro en el Ministerio de Industria, Energía y Minería y que este registre a las empresas una 
vez que cumplan con las condiciones que el registro reglamentará para poder inscribirse. 


También tenemos alguna salvedad con respecto al artículo 2”, porque allí se hace solidario al pequeño 
empresario de la evasión impositiva que pueda ocurrir cuando se vende un producto que no esté fabricado 
según las normas jurídicas vigentes. Cuando se hace referencia al comiso de la mercadería y multas 
equivalentes a cien veces el impuesto evadido y a que tendría que aplicarse sobre las empresas que 
comercializan o que transportan, creemos que, en realidad, la sanción tendría que recaer sobre las empresas 


que producen y que no hicieron el registro o bien lo hicieron y después no cumplen con las condiciones 
impositivas o bromatológicas. Sabemos que CAMBADU también hizo esta observación. En definitiva, da la 
impresión de que el comerciante aparece como socio de la Dirección General Impositiva, fiscalizando la 
evasión, y nosotros creemos que habría que ir al fabricante, que es el que produce realmente la evasión 
original. 


SEÑOR RONQUIL.- El señor Martoy ha hecho un desarrollo adecuado del tema. Hemos analizado este 
asunto a nivel de la Concertación y nos preocupa, como precedente, el hecho de que se regule o se trate 
de fijar normas que ya están establecidas. Entendemos que en este proyecto de ley hay una reiteración 
en cuanto al cumplimiento de las normas bromatológicas que existen a nivel municipal y que, 
obviamente, deben ser cumplidas. Además, creemos que este tipo de actividades debe ser inspeccionado 
a los efectos de que se cumpla efectivamente con las reglas, y eso es muy importante. Nos parece 
reiterativo que esto se establezca nuevamente, y el tema del registro nos preocupa especialmente como 
precedente, en el sentido de que puede plantearse en el futuro para otras ramas de la economía, cuando 
desde la Concertación y desde el ámbito de la pequeña y mediana empresa venimos postulando el 
principio de la libertad de comercio, de la libertad de industria y que sea el mercado, las normas 
sanitarias, de convivencia y, desde luego, la legislación impositiva las que regulen la actividad. Pero no 
creemos que esta actividad necesariamente deba ser registrada. Pensamos que el registro debe 
establecerse para actividades muy específicas; hoy existe para los bancos, para las compañías de 
seguros y otras actividades muy señaladas a nivel de la economía. Aquí se trata, simplemente, de 
fabricar refrescos o bebidas sin alcohol. 


En ese sentido, nos parece que el proyecto es redundante en cuanto establece normas que ya están vigentes y 
determina este requisito del registro que, si bien no puedo profundizar en toda esta historia, me parece que no 
tiene precedentes para este tipo de actividad. 


Con esto concluimos la síntesis del tema que veníamos a plantear y estamos dispuestos a responder las 
preguntas que puedan plantear sobre el tema. 


SEÑOR MARTOY.- De acuerdo con lo que nos hemos informado sobre este tema con algunos 
fabricantes, existen tres tipos de empresas: las dos grandes multinacionales del ramo, las empresas 
nacionales medianas que cumplen con toda la norma -las Intendencias, sobre todo la de Montevideo, 
las controla diariamente; la Dirección General Impositiva también tiene su control y ellos aportan-, y 
un tercer tipo de unidades de producción -no sé si llamarles empresas- que son las que generan el 
problema sanitario, ya que producen en lugares de difícil acceso donde no llega la Dirección General 
Impositiva, Salud Pública ni las Intendencias. Creemos que a estas últimas de alguna manera hay que 
reprimirlas, controlarlas, eliminarlas o bien normalizar su existencia; y la forma de eliminarlas es 
decomisándole la maquinaria, una vez detectada. Sucede que muchas veces llega un inspector por 
denuncias y no tiene herramientas como para retirar la maquinaria, por lo que la trasladan 
rápidamente a otro lado porque, a su vez, se trata de fábricas de poco volumen y no necesitan una 
semana para hacer el traslado. Como dijo el señor Ronqui, hoy existen normas para eso, no es la ley la 
que va a solucionar este problema. Desde nuestro punto de vista, la ley trata de atacar al sector medio, 
o sea, al empresario nacional que invirtió, que cumplió con todas las normas y que realmente le hizo 
daño a estas empresas multinacionales. 


SEÑOR MELLO.- El señor Martoy se refiere al artículo 1” y plantea que solamente se establezca el 
registro en el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Quisiera conocer su opinión acerca de si los 
apartados A) y B) podrían quedar dentro del articulado. 


SEÑOR MARTOY.- Agradezco al señor Diputado que me haya planteado esa inquietud, porque omití 
hacer un comentario más profundo sobre ese artículo. 


En cuanto al inciso A) del artículo 1%, estamos totalmente de acuerdo, porque dice: "A) Cumplir con todos los 
requisitos en materia bromatológica establecidos por el Ministerio de Salud Pública y por los gobiernos 
departamentales competentes". 


El inciso B) lo vemos un poco más complicado, ya que dice: "B) Disponer de dispositivos de control en sus 
áreas de fabricación y comercialización que permitan a la Dirección General Impositiva y al Banco de 
Previsión Social ejercer un adecuado contralor del cumplimiento de sus obligaciones tributarias". Nosotros 
tememos que esto implique un costo mayor para las empresas en cuanto a tener auditorías externas, un tipo 
de funcionamiento que quizás una empresa pequeña no lo pueda cumplir. En este sentido, modestamente, 
hemos elaborado un proyecto de ley sustitutivo, y el artículo 1” lo redactamos de la siguiente manera: "Las 
empresas fabricantes de bebidas gravadas por los numerales 6) y 7) del artículo 1* del Título 11 del Texto 
Ordenado 1996, sólo podrán ejercer dicha actividad cuando se inscriban en un registro a crearse en el 
Ministerio de Industria.- Dicho registro se concederá a las empresas cuando se ajusten al siguiente requisito: 
Cumplir con todos los requisitos en materia bromatológica establecidos por el Ministerio de Salud Pública y 
por los gobiernos departamentales competentes". O sea que obviábamos el inciso B) del articulado. 


SEÑOR MOLINELLL.- Sin lugar a dudas, la Comisión se nutre con nuevos elementos cuando se 
vierten opiniones distintas a las que ya había recibido, y esto siempre es útil. 


Este proyecto ya ha sido analizado por la Comisión con muchos de los protagonistas de este sector, pero nos 
interesa mucho lo que decía el señor Ronqui, en representación de la Concertación para el Desarrollo. Si no 
entendí mal, se aspira a que haya una libertad total, que haya muy poca intervención en los controles, la 
menor regulación posible en el tema. Esto es muy importante porque se disponen ciertos controles y 
regulaciones con el objetivo de defender el interés general. Por lo tanto, nos parece que el planteo del señor 
Ronqui es un concepto más de fondo en cuanto a todo el proyecto, pues no trata solo de un artículo. 


Consultamos si es esa la posición. 


SEÑOR ALONSO.- Antes que nada, pido disculpas por haber llegado un poco tarde porque, a pesar de 
que la Secretaría funciona muy eficientemente y había anunciado de antemano el cambio de sala, el 
hombre es un animal de costumbres así que habíamos ido al lugar donde nos reunimos siempre y 
tuvimos que caminar nuevamente los trescientos metros para llegar aquí. Por lo tanto, no sé si me 
perdí algún planteo concreto de los visitantes, pero quiero a hacer algunos comentarios. 


En el día de hoy se están haciendo dos planteos concretos. En primer lugar, se entiende que no sería necesario 
una regulación adicional. Este es un tema que hemos estado discutiendo y parecería que, frente a una 
situación dada, hay una mayoría que entiende que sería necesario aplicar algún tipo de regulación. 


Por otra parte, con respecto al articulado, se hacen dos observaciones. Por un lado, se plantea la conveniencia 
sobre si un registro de estas características debe ser administrado por el Ministerio de Economía y Finanzas o 
por el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Es un tema discutible. Si bien la forma que toma el 
proyecto hace que haya intervención de más de un agente del Estado, acepto que esto es discutible. 


En cuanto al segundo planteo, en lo que hace a la solidaridad particularmente con el vendedor minorista con 
respecto a la irregularidad o la informalidad del productor o del industrial, que podría representarle un 
problema que hasta podría llegar a ser insalvable en el giro de su negocio, como decía nuestros invitados, 
esto también fue planteado por CAMBADU. En oportunidad de su visita, les pedimos que nos remitiesen una 
nota -cosa que hicieron- en la que dejaran establecidos cuáles podrían llegar a ser los mecanismos a 
introducir en la reglamentación de la ley en la eventualidad de que definitivamente fuese aprobada, de 
manera tal de salvaguardar la exposición que ese pequeño comerciante puede llegar a tener por estar 
involucrado en el comercio de este tipo de mercaderías. 


Quería hacer ese comentario básicamente con respecto al segundo aspecto, sobre el cual la Comisión tiene el 
compromiso asumido de que cuando llegue el momento del debate parlamentario y si el proyecto termina 
siendo sancionado y con posterioridad promulgado por el Poder Ejecutivo, se dejen sentados cuáles son los 
planteos concretos en cuanto a la necesidad de que se levanten algunas asimetrías que se dan respecto del 
grado de penalización que se impone en un caso al industrial y, en otro, al comerciante, donde parecería que 
uno es más vulnerable que otro o por lo menos uno tiene más porte que el otro. En el caso del industrial las 
sanciones son más graduales que en el del comerciante minorista, y tomando en cuenta su situación 
particular, si a este se le aplica una sanción de cien veces el Impuesto Específico Interno de una bebida que 


puede llegar a tener en su negocio, podría significar la bajada de la cortina o por lo menos el pasaje definitivo 
al informalismo. 


Con respecto a esto, la idea que hemos venido manejando es la de que en un decreto reglamentario se 
establezcan -el compromiso de la Comisión es trabajar el tema con el Poder Ejecutivo- procedimientos que 
favorezcan precisamente la observación de ese planteo, que entendemos razonable. Entendemos que es 
razonable que se pregunte por qué la primera sanción para el industrial es la amonestación y para el 
comerciante es una multa. 


En lo que refiere al articulado, me parece que es discutible, pero la mecánica que se encontró fue esa: la de 
hacer participar a más de un actor del Estado. 


Realicé estos comentarios porque creo que es legítimo hacerlo estando presente la visita, que se produce 
después de que el proyecto ha sido aprobado formalmente por la Comisión. 


El señor Presidente tuvo esta inquietud y decidimos que el mínimo de cortesía era escucharlos e intercambiar 
opiniones para conocer si la Comisión tiene una posición distinta o no a partir de este momento. 


SEÑOR RONQUI.- Quería desarrollar un poco más la idea de acuerdo con lo que planteó el señor 
Diputado Molinelli. 


Nosotros, los que tenemos más de cuarenta años, conocimos cantidad de fábricas de refrescos en el interior 
del país. Yo soy del interior, y seguramente algunos de los señores Diputados también, y conocemos casos de 
fábricas locales que por razones de competencia se fundieron, la fabricación de refrescos desapareció del país 
y, por razones de mercado, quedó en manos monopólicas. Hoy, nuevamente por razones de mercado, porque 
ha variado la tecnología, porque es más simple fabricar refrescos, por los jarabes, el envase desechable, se 
hace posible que la actividad del refresco nacional resurja. Es así que han aparecido en Salto, Paysandú, 
Colonia, fábricas relativamente importantes que necesariamente deben cumplir con las normas 
bromatológicas y pagar los impuestos -no cabe ninguna duda-, pero que requieren de una libertad para 
competir. No digo que requieran protección, pero sí competir libremente. 


Por lo tanto, me parece que el hecho de que estas empresas deban registrarse en el Ministerio de Economía y 
Finanzas, que puede autorizar o no su instalación, no se corresponde con lo que viene planteando la 
Concertación, es decir, la reactivación económica, porque cada una de esas fábricas genera puestos de 
trabajo, que son el jornal de alguna gente en el interior del país y en Montevideo. 


Entonces, a este tipo de actividad establecida, que paga impuestos, que cumple con las normas 
bromatológicas -a la cual, como Concertación, queremos defender aquí-, el proyecto de ley no la ayuda. Eso 
nos parece claro. 


En cuanto a cómo se controla la venta en el comercio minorista como señalaba el señor Diputado Alonso, hay 
un hecho que va a ser categórico. El comercio minorista no va a querer vender algunas marcas de productos y 
las va a rechazar de inmediato cuando se las traiga el camionero, diciendo "No, porque esto me va a traer 
problemas". De pronto, él no puede discernir si la marca está o no autorizada, si ha cumplido o no los 
requisitos, y le va a decir que no le bajen esa mercadería, porque se la pueden decomisar y cobrarle cien 
veces el valor del impuesto. Pienso que por ese lado también estamos trabando este surgimiento, ese 
principio de desarrollo de la actividad de producción del refresco nacional. 


Habría otros temas para plantear. Hace un tiempo concurrimos a la Comisión del Senado para analizar el 
tema de la libre competencia en oportunidad del tratamiento de una ley presupuestal en la que se 
establecieron puntualizaciones muy genéricas sobre la competencia que nos preocuparon mucho como 
gremial empresarial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los artículos 157 y 158 de aquella Ley de Presupuesto establecían algunas 
normas. En una Comisión especial creada a esos efectos, se aprobó un proyecto de ley sobre ese tema 
que está pronto para ser aprobado. 


SEÑOR RONQUI.- Nos preocupa la reactivación de la industria nacional, que es uno de los principios 
de la Concertación para el Crecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que los temas del informalismo y del contrabando en los 
refrescos están a estudio de esta Comisión desde hace mucho tiempo y al respecto se han planteado 
inquietudes de los trabajadores y de los empresarios. La información que recibió la Comisión -a través 
de los fabricantes que agrupan a las empresas transnacionales y a los trabajadores, que tenían una 
visión positiva-, que nos impulsó a tomar decisiones sobre el proyecto, es que entre un 34% y un 36% 
de la venta de refrescos viene del informalismo, y el mercado de contrabando es un mercado 
importante. El informalismo en la fabricación, más allá de los temas de seguridad en la salud, trae 
otros problemas, como por ejemplo los trabajadores que están en negro, con lo que se violan normas 
laborales. Por lo tanto, en el análisis previo que hizo la Comisión, nos pareció adecuado establecer 
controles al respecto. 


Reconocemos que es un tema muy complejo. La invitación que les cursamos era para escuchar vuestra 
opinión y para ver si con estos elementos podemos reconsiderar el tema o no; eso lo vamos a ver, pero quería 
informarles que el trabajo de la Comisión estuvo sustentado en algunos elementos que me parece necesario 
corregir; por eso es que aprobamos el proyecto. 


SEÑOR ALONSO.- Voy a hacer un comentario más, porque creo que es bueno que reafirmemos sobre 
qué campo trató de actuar cada uno de nosotros. 


En este caso, creo que los integrantes de la Comisión y nuestros invitados coincidimos en un ciento por 
ciento cuando se definió que acá existen tres grupos de empresarios productores de bebidas sin alcohol o de 
agua. Por un lado, están las empresas instaladas en el país, con organizaciones internacionales o 
multinacionales que hace tiempo han venido desarrollando su mercado en una evolución que ha llevado a que 
existan pocas empresas con gran participación. Por otro lado, hay un grupo de empresas nacionales que 
surgen a partir de los nuevos elementos tecnológicos, que cumplen con los requerimientos bromatológicos, 
tributarios y de formalidad. Luego, hay un tercer grupo que son las que no cumplen nada. A las que no 
cumplen nada, las tenemos que castigar; a las que no cumplen nada las tenemos que perseguir. Lo que 
tenemos que procurar es que en esa persecución, las del medio no queden rehenes de los elementos 
coercitivos que podemos llegar a aplicar. En eso creo que estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR MOLINELLLI.- Simplemente, quería decir que ese concepto a que hacía referencia el señor 
Diputado Alonso fue uno de los objetivos de la Comisión cuando analizó este proyecto, sobre el cual va 
a asesorar a la Cámara cuando este tema sea tratado en el plenario. 


Compartimos también que el desarrollo de este sector de la producción de las bebidas sin alcohol ahora está 
en otras condiciones que antes a los efectos de poder competir; es muy cierto que puede haber una 
competencia más abierta. Pero lo que sí es importante -que quería recalcar- es precisamente el hecho de 
brindar igualdad de condiciones a todos para poder competir. Por eso, aquel que no cumple con disposiciones 
que otros sí cumplen, no está compitiendo en las mismas condiciones legales. Entonces, los controles tienen 
que estar para que se puedan aplicar a todos. Si todos cumplen con las disposiciones establecidas, la 
competencia es más leal, más justa, porque se asumen todas las condiciones. Por eso considero que esta no es 
una persecución hacia ese sector, sino que se trata de que en última instancia haya igualdad de condiciones 
para todos. Ese es el objetivo que nos ha impulsado cuando analizamos este proyecto, en el que veíamos 
cosas positivas. Eso es lo que queríamos trasmitir. 


Compartimos en parte lo que decía el señor Ronqui y también el señor Diputado Alonso, pero queríamos 
recalcar el tema en el sentido de que no es una persecución a un sector que no cumple, sino que se trata de 
dar a todos, y a aquel que está cumpliendo, condiciones de igualdad en la competencia. Ese es el objetivo 
fundamental. Si uno paga al Estado las contribuciones que corresponden, ya sea BPS, DGI, etcétera, y otro 
no lo hace, estamos ante una competencia desleal. Entonces, si hay ciertas normas es para que las cumplan 
todos los sectores. Y después de ahí sí entendemos que la competencia debe ser abierta. Por eso es que 
creemos que el objetivo que tiene el proyecto y que nosotros compartimos es fundamentalmente ese. 


SEÑOR MARTOY.- Nosotros en realidad teníamos tres observaciones grandes sobre el articulado. 


Sobre la filosofía del proyecto, quizás coincidimos en cuanto a que al tercer grupo que no tiene ningún tipo 
de registro hay que reprimirlo de alguna manera y eliminarlo. 


La primera observación fue salvada en el Senado, que era la de la garantía de impuestos. 


La segunda objeción era relativa a la autorización. No es lo mismo para nosotros una autorización que ir a 
registrarse. Una autorización puede, hoy o mañana, dilatarse o negarse por motivos que no figuran 
expresamente en la ley. Porque mañana puede venir un Ministro o una dependencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas y decir que el mercado está bien atendido, que tenemos un par de empresas que 
producen adecuadamente y que no se admite la competencia de una tercera. 


El otro aspecto observado era el de las sanciones a los comerciantes. El señor Ronqui desarrolló bien ese 
tema cuando dijo que el riesgo que tenemos nosotros es que el comerciante, ante la duda de si una marca 
cumple con todo, diga que no la quiere y que solo va a trabajar con dos marcas determinadas que sabe que sí 
están registradas, porque desconoce si las demás lo están. Pero nuestra filosofía es la libertad de comercio, el 
derecho a la competencia y la normativa contra los monopolios. Nosotros no somos monopolistas, no 
estamos a favor de la protección. Lo que sí aspiramos es a que en general los partidos políticos comprendan 
la necesidad de desarrollar en todas las actividades empresariales un empresariado nacional, porque las 
grandes corporaciones o multinacionales realmente han avanzado mucho en la economía de todos estos 
países y hay ramas empresariales que si no están monopolizadas, sí se encuentran oligopolizadas. Esto no 
ocurre solamente en el caso de las bebidas refrescantes, sino también con los productos de higiene personal o 
de artículos de limpieza, con los cuales se da una situación similar en cuanto a una gran presencia en el 
mercado de multinacionales. En ese sentido, el individuo que en vez de irse del país decide invertir sus 
ahorros o hipotecar sus bienes para poder obtener un préstamo que le permita desarrollar una empresa en el 
Uruguay, necesita una especie de equiparación legal que le permita competir con alguien que es muy 
poderoso. 


SEÑOR MOLINELLI.- Creo que han sido importantes los conceptos desarrollados por el señor 
Martoy, y el señor Presidente hizo referencia a un proyecto para cuyo tratamiento la Cámara votó la 
creación de una Comisión Especial, que es el relativo a la defensa de la libertad de comercio. 


Estamos totalmente de acuerdo -creo que la mayoría de los Diputados lo hemos manifestado en la Comisión- 
en que el monopolio es totalmente negativo para el desarrollo. En primer lugar, es negativo para el 
consumidor y también para dar posibilidades de desarrollo a emprendimientos empresariales de menores 
dimensiones. Por eso, ese proyecto -que ha sido estudiado por una Comisión Especial- es de real importancia. 
En eso estamos de acuerdo plenamente, y en última instancia, nosotros pensamos que este proyecto también 
tiene que contemplar al empresariado de menor volumen -a los que normalmente llamamos pequeñas y 
medianas empresas, no pusimos las micro, pero podemos poner a las micro, pequeñas y medianas empresas- 
dándole mayores posibilidades. Siempre se ha hablado de la importancia de estas empresas como 
generadoras de empleo, y se ha hablado aunque a veces no hay normas concretas. En última instancia, 
entendemos que este proyecto también tiene que apuntalar y defender la libertad de competencia, pero en 
contra de la competencia desleal. Ese es el objetivo que perseguimos. 


En cuanto a lo de la autorización, en el artículo 1” se establece -así lo entendemos nosotros- una autorización 
ficta si es que a los treinta días no se expide, porque a veces nos preocupan los plazos. Si se pide la 
autorización, el proyecto de ley establece que el Ministerio de Economía y Finanzas dispondrá de un plazo de 
treinta días para expedirse. No está muy claro, pero en la reglamentación debería definirse y aclararse que si 
en ese plazo no se cumple, la autorización se da en forma ficta; así lo entendemos nosotros. Inclusive, de eso 
se puede dejar constancia en el momento en que hagamos nuestra exposición en el plenario. 


Este es un tema importante; no es un tema menor, porque es cierto que si se pide autorización y hay un plazo, 
este se puede prorrogar, se puede pedir mayor información o bien pueden surgir hechos que puedan 
interrumpir el plazo. Por lo tanto, el tema del plazo no es menor, y el de la autorización ficta tampoco. El 
proyecto dice que dispondrá de un plazo, pero si en ese plazo no se expide, deberíamos entender que la 
autorización está dada en forma ficta. Podemos dejar constancia en la exposición que hagamos en la Cámara 
pero, sin lugar a dudas, la reglamentación deberá definir este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería agradece la presencia de la 
delegación de la Concertación para el Crecimiento. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


